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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diecisiete de junio de dos mil nueve
Acta número 0081 del 17 de junio de 2009
Dentro del término previsto por el Decreto 2591 de 1991, se decide en primera instancia la acción de tutela interpuesta por el señor Wilber Riascos Riascos contra la Registraduría Nacional del Estado Civil y Acción Social.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. Indica el señor Wilber Riascos Riascos, que es desplazado del municipio de López Micay en el departamento del Cauca y que se encuentra inscrito en el RUPD de código 669261 del 11 de agosto de 2008.
2. Expresa que a su llegada a Pereira, inició el trámite para obtener su cédula de ciudadanía, aportando registro civil de nacimiento, el cual fue rechazado porque de acuerdo a la ley se encontraba repisado.

3. Dice que el error en el documento no le es atribuible, y que por lo tanto se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que corrija el registro N° 2483205, o en su defecto lo anule, para que le expidan su cédula de ciudadanía, folio 3.
4. Se refiere también a que la Acción Social, ha dispuesto la entrega de una prorroga de ayuda humanitaria, que se encontraba en el Banco Agrario, y no ha podido ser cobrada, por estar a su nombre y no tener cédula, folio 3.

5. Manifiesta que por ello, la Acción Social ha canalizado las ayudas a través de su esposa Martha Riascos Aragón.

6. Afirma que recibió la ayuda humanitaria de emergencia, por la suma de $825.000 y fue consignada en el Banco Agrario a nombre de su esposa.

7. Agrega que con evasivas la Acción Social, se sirve de formalismos, para impedir la entrega del componente humanitario, poniendo de esta manera en riesgo el mínimo vital de su familia desplazada.

Sustenta lo anterior, al decir que los $825.000 no equivalen a tres (3) meses de ayuda, como lo sostiene la Acción Social, sino a un (1) mes.

DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales, a la identidad, al trabajo, y al mínimo vital.
PETICIONES

Que se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil, “que proceda sin demora a la expedición de la cédula de ciudadanía a nombre del accionante”.
Así mismo que la Acción Social, le haga entrega de la ayuda que señala la ley.

PRECEDENTES 
La acción de tutela le correspondió a este Despacho, el cual mediante auto de fecha 2 de junio de 2009, avocó su conocimiento, dando a los accionados dos (2) días para que se pronuncien respecto a los hechos en que se fundamenta la acción.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, no contesta la acción de tutela dentro del término legal.

Por el contrario, la Acción Social, sí responde la tutela, folios 22 al 40, el extenso memorial presentado, puede resumirse así:
Indica que cumple dos tipos de funciones, una como coordinadora de las entidades que integran el Sistema Nacional para la Atención de la Población Desplazada y otra como ejecutor, es decir, brinda la atención humanitaria de emergencia, consistente en alojamiento transitorio, asistencia alimentaria, elementos de aseo personal, utensilios de cocina y kit hábitat, por el término de tres (3) meses.

Expresa que al señor Wilber Riascos Riascos, se le entregó la ayuda humanitaria de emergencia en forma integral, acompañando a los folios 25 y 26, un cuadro en el cual figura la fecha de tales entregas, el beneficiario, la clase y el valor.

Señala además, que se programó el complemento de la entrega de la atención humanitaria consistente en asistencia alimentaria y kit de hábitat por valor de $825.000, recursos que fueron debidamente cobrados por la señora Martha Riascos Aragón el día 24 de marzo de 2009.

Manifiesta, que su obligación se limita a la ayuda de emergencia, pero que aunque no es de su competencia, el tutelante también ha recibido ayuda en el programa de generación de ingresos por valor de $1.515.000.

Señala además otros programas, de los cuales se pueden beneficiar los desplazados y las condiciones exigidas para acceder a ellos. 

CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional, que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública...”

El actor presenta como violados sus derechos fundamentales a la personalidad jurídica, al trabajo y al mínimo vital por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil y Acción Social.

Dice que la Registraduría, le ha desconocido tales derechos, pues al llegar a Pereira, desplazado del municipio de López Micay en el departamento del Cauca, inició el trámite correspondiente para obtener la cédula de ciudadanía, aportando para ello un registro civil de nacimiento el cual fue rechazado por encontrarse repisado.

Agrega que dicho defecto no es culpa suya sino del “escribiente de la época del registro” folio 2, y que por ello “se solicita a la Registraduría Nacional del Estado Civil que corrija el registro N° 2483205 o en su defecto lo anulen, para efectos de expedir la cédula de ciudadanía …”, folio 3.

Al respecto cabe observar, que aunque la prueba en la tutela es menos exigente, no por ello se puede sostener que no proceda.

En el presente caso, si bien el actor simplemente narra los hechos referentes a la solicitud de cédula de ciudadanía, es del caso darles credibilidad, porque se presume la buena fe y además la Registraduría Nacional del Estado Civil, no contestó la acción de tutela.

De otra parte, no se advierte que la Registraduría, haya violado los derechos fundamentales del actor, al no expedirle la cédula, puesto que ella se limitó a cumplir con su deber en el sentido de exigir un registro civil de nacimiento, libre de repisado y en general de irregularidades.

Sin que pueda esta Sala, como lo pide el señor Wilber Riascos Riascos, ordenar a la Registraduría que corrija el registro o lo anule, para que así le sea expedida la cédula.

Pues todos los ciudadanos, cualquiera que sea su condición, están sujetos a las normas que regulan la obtención de la cédula.

El actor también señala que la Acción Social, “con evasivas”, se sirve de “formalismos”, para impedir la entrega del componente humanitario, poniendo en riesgo el mínimo vital de su familia.
En cuanto al suministro de ayuda humanitaria a cargo de la Acción Social, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T – 496 – 07, lo siguiente:

“Además de la inscripción de la población desplazada al RUPD, Acción Social tiene a su cargo la promoción y coordinación de la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia para esta población.
Esta ayuda humanitaria de emergencia tiene como fin constitucional brindarle a la población desplazada anterior, socorro y ayuda para que se logre compensar las necesidades básicas de alimentación, salud, atención psicológica alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno, y salubridad pública.”
De lo dicho por la Corte, se deduce que la demandada Acción Social, tiene como obligación entregar al desplazado, la ayuda humanitaria de emergencia.

Si se analiza la contestación de la acción de tutela, por parte de Acción Social, se establece que a los folios 25 y 26, obran unos cuadros, en los cuales consta la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia a la familia del tutelante.

Cobrando además por asistencia alimentaria y kit de hábitat, la suma de $825.000 por parte de la señora Martha Riascos Aragón, esposa del actor.

De lo dicho se deduce que ningún derecho fundamental han violado las entidades demandadas, siendo del caso negar las pretensiones de la acción de tutela.
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la acción de tutela, por lo expresado en la parte motiva.
SEGUNDO: Si no fuere impugnado el presente fallo, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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